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Determinadas empresas, básicamente las susceptibles de producir impactos ambientales
negativos de cierta magnitud, están sujetas a tres tipos de legislación ambiental en diferen-
tes fases del proyecto o actividad: La evaluación de impacto ambiental, previa a la cons-
trucción y operación; los permisos o licencias ambientales durante su operación; y la provi-

de seguros ambientales y, en caso de accidente con
daño ambiental, la reparación del mismo (responsa-
bilidad ambiental), ya sea antes o durante la cons-
trucción y operación.

La evaluación de impacto ambiental comporta un
análisis al final del proceso de planificación que trata
de emitir un juicio previo y objetivo sobre los posibles
impactos ambientales que determinadas actividades
pueden generar en caso de ejecutarse; por ejemplo,
al construir una planta de productos químicos y al
operarla. Cuando los impactos detectados a priori se
estiman suficientemente importantes y son corregi-
bles en buena medida, se proponen medidas co-
rrectoras de obligado cumplimiento. Si los efectos son
importantes e irreversibles o no se pueden reducir a ni-
veles aceptables, el proyecto de inversión puede pa-
ralizarse por razones de su impacto ambiental. Así, el
estudio de impacto ambiental es un instrumento téc-
nico que sirve de base para una decisión administra-
tiva sobre la autorización de un proyecto.

La evaluación de impacto ambiental constituye el
objeto principal de este artículo. Su origen histórico y
su contenido se describen con cierto detalle en la

próxima sección. En las siguientes se discuten algu-
nos aspectos de su aplicación en la práctica espa-
ñola. En lo que resta de introducción se explican
brevemente los dos otros tipos de legislación, la que
da lugar a los permisos y licencias ambientales y la
ley de responsabilidad ambiental.

En 1961 se aprueba la primera norma articulada so-
bre el control de las actividades en España, el Regla-
mento de actividades molestas, insalubres, nocivas y
peligrosas (1). Su objetivo principal era evitar que las
instalaciones, establecimientos, actividades, indus-
trias o almacenes fueran oficiales o particulares, pú-
blicos o privados, produjeran incomodidades o alte-
rasen las condiciones normales de salubridad e hi-
giene del medio ambiente y ocasionaran daños a
las riquezas públicas o privadas o implicaran riesgos
graves para las personas o los bienes. También de-
tallaba las condiciones para la implantación de las
distintas actividades, agrupándolas en categorías y
determinando los límites de contaminación para
cada caso.

Además, establecía que las industrias fabriles que
debieran ser consideradas como peligrosas o insalu-
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bres, sólo podían emplazarse, como regla general,
a una distancia de 2000 metros a contar del núcleo
más próximo de población agrupada. Así, se puede
comprobar que el decreto tiende a centrarse en la
protección de las personas, sin dar demasiada im-
portancia por sí mismo al concepto de protección
del medio ambiente. Un buen ejemplo de la prima-
cía del medio humano sobre el natural lo provee el
artículo 17, donde puede leerse que «solamente se-
rá tolerado el vertimiento sin previa depuración en
los cursos de agua de los líquidos sobrantes de in-
dustrias o los procedentes del lavado mineral, cuan-
do el volumen de éstos sea por lo menos veinte ve-
ces inferior al de los que en el estiaje lleva el curso
de agua o cuando aguas abajo del punto de verti-
do no exista poblado alguno». Este énfasis en el me-
dio humano, más que en el natural, es generalizable
a la mayoría de países, a finales de la década de
1950 e inicios de 1960.

Esta situación prevaleció hasta  finales del siglo XX,
cuando se aprobó la directiva europea conocida
como IPPC (Integrated Pollution Prevention and Con-
trol) y la consiguiente Ley de prevención y control in-
tegrados de la contaminación, que traspuso al or-
denamiento jurídico español dicha directiva (2). La
ley obliga a un gran número de actividades con im-
pacto ambiental potencialmente significativo a ob-
tener una autorización ambiental integrada para
poder operar. La integración implica que todas las li-
cencias y permisos ambientales de distinto ámbito
se unifican es esa sola licencia.  A su vez, la ley espa-
ñola tuvo distinta traslación regional. Dependiendo
de la comunidad autónoma, el tipo de licencia o
permiso va variando con la incidencia ambiental de
la actividad. En todo caso se trata de licencias tem-
porales sujetas a renovación, cada ocho años se-
gún normativa estatal, aunque varía de una comu-
nidad a otra.

El otro momento importante en la relación legislativa
entre empresa y medio ambiente, es cuando se pro-
duce un daño ambiental significativo, sea con culpa-
bilidad, dolo o negligencia, para determinadas ac-
tividades de alto riesgo, o sin dicha negligencia para
el resto de actividades. A las actividades que deben
reparar el daño aún no siendo negligentes se les exi-
ge, además, garantías financieras previas para poder
hacer frente a inversiones reparadoras de los poten-
ciales daños. En España, dicha responsabilidad am-
biental queda regulada en una ley de 2007, que si-
gue la directiva europea correspondiente (3).

La reparación del daño debe hacerse sin limitación
de coste, de acuerdo con la ley española. Se repa-
ra habitualmente en dos etapas. En la primera se pro-
duce la llamada reparación primaria, es decir, la re-
cuperación del medio ambiente dañado a su esta-

do básico. Mientras esa recuperación no se produ-
ce, se pierden temporalmente recursos o servicios.
Las pérdidas temporales deben repararse en equi-
valencia, en la segunda etapa. O sea que si desa-
parecen tantos peces temporalmente, tiene que
proveerse de más el mismo número de peces, por
encima del estado básico. Aunque en realidad de-
be proveerse un número de peces algo superior,
porque la equivalencia debe realizarse tras la apli-
cación de una tasa de descuento temporal.

Los detalles de estos procedimientos de equivalen-
cia son objeto de otro artículo en este mismo núme-
ro de la Revista de Economía Industrial (Borrego y
Riera, 2009).

LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

El requerimiento formal de una evaluación de im-
pacto ambiental surge en los Estados Unidos a fina-
les de los años sesenta como una herramienta de
equilibrio entre el incremento de proyectos de des-
arrollo económico y la protección apropiada del en-
torno natural.

Durante las décadas de 1950 y 1960 el rápido creci-
miento económico derivó en grandes inversiones de
proyectos públicos. Las inversiones en infraestructuras
como carreteras, aeropuertos, puertos, presas y otras,
pretendían mejorar las comunicaciones y la producti-
vidad de la economía de aquel país. A su vez, estos
proyectos producían un  impacto negativo para el
medio ambiente.

Aunado a estos acontecimientos, una parte cada vez
mayor de la población tomaba conciencia de los
daños sobre su entorno y la salud humana que gene-
raban las actividades económicas con la emisión de
contaminantes. Así, se planteaba un problema de
compatibilidad entre crecimiento económico y cali-
dad ambiental. Como respuesta, el Congreso de Es-
tados Unidos tomó la iniciativa de redactar una ley
que obligara a la propia administración a tener en
cuenta los impactos ambientales de sus inversiones,
políticas y programas. Concretamente, el último día
de 1969 se publicó la Ley nacional de política am-
biental (National Environmental Policy Act o NEPA) pa-
ra promover la protección no solo del entorno físico,
sino también sobre la salud y el bienestar de los hu-
manos. La sociedad formaba pues parte del con-
cepto de medio ambiente y debía incluirse en los es-
tudios de impacto ambiental.

Esta ley de política ambiental, que tenía entre sus ob-
jetivos el de contribuir a un desarrollo sostenible (la ex-
presión «desarrollo sostenible» aparecía ya en el tex-
to de la ley de 1969), obligaba transversalmente a to-
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das las administraciones y agencias federales a to-
mar en cuenta las posibles consecuencias ambien-
tales de aquellas actividades económicas que pu-
dieran tener un impacto significativo. Para ello esta-
blecía un mecanismo obligatorio de evaluación am-
biental, que se concretaba en los estudios de im-
pacto ambiental. Éstos debían prever las consecuen-
cias en el medio natural y humano de las decisiones
de la administración. La previsión debía incorporarse
antes de la decisión final sobre la política, programa
o proyecto, es decir, durante la planeación. No se
trataba pues de evaluaciones ex-post, sino integra-
das en el propio diseño. Ello hizo que en la práctica
a menudo se analizaran los impactos ambientales
de varias alternativas a la vez. Sin embargo, al final
los resultados de esos análisis no eran vinculantes,
aunque sí obligatorios de ser sopesados, de forma
análoga a los económicos o de otra índole.

En definitiva, la evaluación de impacto ambiental po-
ne en contacto la decisión pública con el conoci-
miento científico aplicado. Además, el conocimiento
científico requerido no se limita a una o a unas pocas
disciplinas. Va desde las ciencia naturales a las socia-
les, pasando por las de salud o las técnicas de distin-
ta índole, ente otras. El aspecto pluridisciplinar y la co-
operación entre conocimiento científico y toma de
decisiones públicas fueron pues dos logros de la NE-
PA (Cadwell, 1998), pero la decisión final sobre las in-
versiones y sobre el contenido de los programas y po-
líticas, siguió en manos de la administración. Como
se verá, en Europa la evaluación de impacto am-
biental se instauró mucho más tarde, como evalua-
ción ex-post y de obligado cumplimiento.

Tres décadas después de aprobada la NEPA, la eva-
luación de impacto ambiental ya había sido adop-
tada de forma bastante similar al modelo descrito
en más de 100 países, tanto desarrollados como en
vías de desarrollo (Petts, 1999; Lee y George, 2000;
Wood, 2003).

La evaluación en Europa

La evaluación de impacto ambiental se adoptó ge-
néricamente en Europa mediante una directiva de
1985 (4), que entró en vigor al cabo de tres años. Ello
sucedía una década y media después de aproba-
da la NEPA en Estados Unidos. Sin embargo, algunos
países ya habían adoptado procedimientos pareci-
dos, al menos parcialmente, como Alemania desde
1971, y un poco más tarde la República de Irlanda,
Luxemburgo, Inglaterra, Francia y los Países Bajos, que
fueron pioneros en este sentido.

En el momento de su aparición, la directiva daba
respuesta al deseo de evitar los daños ambientales,

más que combatir posteriormente sus efectos. A
grandes rasgos, la directiva considera, entre otros
aspectos, que los efectos de un proyecto sobre el
medio ambiente deben evaluarse para proteger la
salud humana, contribuir mediante un mejor entorno
a la calidad de vida, velar por el mantenimiento de
la diversidad de especies y conservar la capacidad
de reproducción del sistema como recurso funda-
mental de la vida. Incluye así tanto el medio natural
como el humano.

A raíz de la experiencia de los primeros años de eva-
luación de impacto ambiental, se aprobó una nue-
va directiva en 1997 (5), relativa a la evaluación de
las repercusiones de determinados proyectos públi-
cos y privados sobre el medio ambiente. La nueva
directiva detallaba más los contenidos de las eva-
luaciones y, sobre todo, los proyectos que se debían
someter al proceso. Así, establecía que los países
miembros deben crear algún mecanismo con el fin
de decidir qué proyectos deben estar sujetos a eva-
luación de impacto ambiental. Para hacerlo, incor-
poraba dos mecanismos, la decisión caso a caso y
el establecimiento de un conjunto de criterios o de
valores límite a partir de los cuales el proyecto debe
pasar una evaluación de impacto. La repercusión
de esa novedad se discute un poco más adelante
en este artículo.

En un primer momento, España realizó una adapta-
ción decidida de la directiva de 1985, a pesar del
hecho de no haber participado en su elaboración,
ya que entró a formar parte de la Comunidad en el
año 1986. Ese mismo año España traspuso el conte-
nido de la directiva europea a la legislación del
Estado (6). Dos años más tarde se aprobó el regla-
mento, y en el 2001 la trasposición de la segunda di-
rectiva (7).

La evaluación se concreta en dos documentos, un
estudio de impacto ambiental y la posterior decla-
ración de impacto ambiental. Los estudios de im-
pacto ambiental deben ser documentos técnicos y
objetivos encaminados a identificar y predecir las
consecuencias de la ejecución de un determinado
proyecto sobre el medio ambiente y establecer me-
didas correctoras.  El estudio es responsabilidad del
promotor del proyecto, y sirve de base para que la
administración actuante formule la declaración de
impacto ambiental. Así como el estudio tiene un ca-
rácter analítico y de propuesta de correcciones, la de-
claración es un documento administrativo que con-
tiene provisiones de obligado cumplimiento.

Básicamente, el estudio incluye una descripción
ambiental del proyecto y de la situación pre-opera-
cional del medio que puede ser afectado; la defini-
ción y valoración de las alteraciones que pueden
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producirse, así como las medidas correctoras dirigi-
das a eliminarlas o mitigarlas; el establecimiento de
un programa de vigilancia y recuperación y la espe-
cificación de los impactos residuales que tienen lu-
gar después de aplicar las medidas correctoras.

La ley describe para los estudios una clasificación de
tipos de impacto ambiental, aplicable tanto a im-
pactos individuales como a la evaluación global, lo
que permite adquirir una visión integrada y sintética
de la incidencia ambiental del proyecto. La clasifica-
ción contempla cuatro categorías, impacto compa-
tible, moderado, severo y crítico. Su definición se de-
talla en el cuadro 1. En las declaraciones de impac-
to ambiental se usa esa misma tipología para carac-
terizar al conjunto del proyecto. Así, la declaración de
impacto ambiental debe contener la decisión final
de aceptación, rechazo o modificación. De ser «críti-
co» en su conjunto, no se autoriza el proyecto.

La evaluación ambiental de proyectos, públicos o
privados, tenía ya su regulación, pero no los planes
y programas de la administración. Ello se corrigió en
el año 2001, con la aprobación de la directiva euro-
pea de evaluación ambiental estratégica, que no
se traspuso al ordenamiento jurídico estatal hasta
2006 (8). La nueva ley se aplica al conjunto de estra-
tegias, directrices y propuestas con incidencia am-
biental significativa que prevea una administración
pública y que no sea ejecutable directamente, sino
que requiera el desarrollo de una serie de proyectos.
Es decir, se acerca más al espíritu de la NEPA norte-
americana.

El documento básico del nuevo proceso es el llama-
do «informe de sostenibilidad ambiental» que elabo-
ra el órgano promotor. Este informe forma parte del
plan o programa y debe identificar, describir y evaluar
los probables efectos significativos sobre el medio
ambiente que se puedan derivar de la aplicación del
plan, así como las alternativas razonables, técnica y

ambientalmente viables, incluida la alternativa «ce-
ro», es decir, la no realización del plan o programa.
Así, la versión preliminar, llamada «avance de plan»,
debe servir para poner sobre la mesa y analizar posi-
bles alternativas de actuación en el territorio.

CONTENIDO Y EVOLUCIÓN DE LOS ESTUDIOS Y
DECLARACIONES

Como se ha indicado, la evaluación de impacto
ambiental de proyectos se concreta en dos docu-
mentos sucesivos en el tiempo. El primero es el estu-
dio de impacto ambiental (EIA), que constituye la ba-
se para redactar el segundo documento, la declara-
ción de impacto ambiental (DIA) emitida por la ad-
ministración actuante. Sólo este último tiene fuerza le-
gal y se publica en el boletín oficial correspondiente.

El gráfico 1 muestra la evolución del número de estu-
dios y declaraciones presentados en Cataluña desde
1989 hasta 2007. Aunque se restringe la estadística a
una comunidad autónoma determinada, las conclu-
siones son generalizables, con matices, a las demás.
En los 18 años analizados para esta comunidad se
presentaron un total de 1997 estudios y 1282 declara-
ciones. Es decir, sobre unos 2000 estudios, unos 700
dejan de tener en el periodo la correspondiente decla-
ración. Este desequilibrio se debe a diversas causas.

En primer lugar, hay un desfase natural entre la finali-
zación del estudio y el momento en que se publica la
declaración, dado que esta última no empieza a re-
dactarse hasta terminado el primero. O bien, las DIA
ya finalizadas no se publican el mismo año debido a
retrasos en el boletín oficial. Una segunda razón es
que algunos promotores retiran voluntariamente los
proyectos del proceso, normalmente por causas de
coyuntura económica. En otros casos el órgano am-
biental de la administración no redacta la declara-
ción de proyectos de los que se ha realizado el EIA si
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CUADRO 1
CATEGORÍAS DE IMPACTO AMBIENTAL

FUENTE: Elaboración propia.

Compatible Su recuperación es inmediata después de la finalización de la actividad, y no requiere prácticas protecto-
ras o correctoras

Moderado Su recuperación no requiere prácticas protectoras o correctoras intensivas, pero la consecución de las con-
diciones ambientales iníciales requiere un cierto tiempo

Severo La recuperación de las condiciones del medio exige la adopción de medidas protectoras o correctoras y,
incluso con la adopción de estas medidas, la recuperación necesita un período de tiempo largo

Crítico Su magnitud es superior al límite aceptable. Se produce una pérdida permanente de la calidad de las con-
diciones ambientales, sin recuperación posible, incluso con la adopción de medidas protectoras o correc-
toras 

Tipo de Impacto Definición
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los impactos negativos son críticos. A no ser que el
promotor insista sobre la necesidad de que el órgano
ambiental resuelva, raramente se informa desfavora-
blemente en la DIA. Finalmente, algunos de los estu-
dios que se confeccionan no son obligatorios, pero el
promotor decide hacerlos para demostrar la bondad
ambiental de su proyecto. En estos casos se publica
un edicto que establece que el proyecto está «exen-
to del proceso de evaluación de impacto ambien-

tal». Se realiza el EIA (y éste se contabiliza en la esta-
dística), pero no se publica la DIA.

El cuadro 2 muestra el número de declaraciones pu-
blicadas según tipo de proyectos. Se observa que la
mayoría corresponde a actividades industriales, se-
guido de carreteras, caminos y pistas forestales.
Llama la atención cómo evoluciona el número
anual de declaraciones, en particular los dos incre-
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GRÁFICO 1

EVOLUCIÓN DEL 
NÚMERO DE ESTUDIOS DE

IMPACTO AMBIENTAL
(EIA) Y DECLARACIONES
DE IMPACTO AMBIENTAL

(DIA) EN CATALUÑA

FUENTE:
Elaboración propia a partir de datos facilitados por el 

departamento de Medio Ambiente y Vivienda de la Generalitat de Cataluña.

Período 1989-2007

1989 1 – – 1 3 – 5
1990 4 – – 1 2 – 7
1991 4 – 1 2 1 1 9
1992 7 – 2 5 2 1 17
1993 5 1 1 5 2 2 16
1994 7 16 3 8 2 1 37
1995 12 17 – 18 – 1 48
1996 16 22 – 18 – 1 57
1997 20 26 – 12 – 1 59
1998 40 9 – 15 1 3 68
1999 25 11 – 22 – – 58
2000 18 24 – 34 3 4 83
2001 20 10 – 30 - 2 62
2002 64 3 – 22 1 5 95
2003 50 8 - 21 – 8 87
2004 48 9 1 33 1 15 107
2005 78 5 1 6 3 4 97
2006 133 9 1 9 – 3 155
2007 184 5 3 23 – – 215
Total 736 175 13 285 21 52 1282
% 57,4 13,7 1,0 22,2 1,6 4,1 100

CUADRO 2
EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL PUBLICADAS EN CATALUÑA 

SEGÚN LAS PRINCIPALES TIPOLOGÍAS DE PROYECTOS. PERÍODO 1989-2007

FUENTE: Elaboración propia a partir de datos facilitados por el departamento de Medio Ambiente y Vivienda de la Generalitat de Cataluña.

Año
Actividades 
industriales

Afectación a 
espacios protegidos

(PEIN)
Embalses

Infraestructuras 
lineales

Puertos
Transformación 

de usos del suelo
Total

Número de EIA

Número de DIA
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mentos que se dan en los últimos años para los pro-
yectos industriales que pasan de alrededor de 20
por año hasta 2001, a unos 50 para los siguientes
cuatro años, para triplicarse en 2006 y 2007. El incre-
mento del año 2002 y siguientes es general para to-
da España. Sin embargo, la inflación que se obser-
va en los dos últimos años se da sólo en Cataluña y
responde a motivos específicos de esta comunidad,
como se explica a continuación.

En gran medida, el incremento de declaraciones en
los años 2000 se debe a la entrada en vigor de la ley
de 2001, que amplía en sus anexos 1 y 2 las tipolo-
gías de proyectos que deben someterse a evalua-
ción (9). Concretamente, en lo referente a activida-
des industriales se añaden proyectos relacionados
con la industria extractiva, la industria energética, la
industria siderúrgica y del mineral y la industria quími-
ca, petroquímica, textil y papelera. Además, se aña-
den también una serie amplia de proyectos que de-
ben someterse al proceso cuando así lo decida mo-
tivadamente el órgano ambiental, tras analizar caso
por caso. Esta discrecionalidad, que en ocasiones
lleva a disparidad en las decisiones para proyectos
relativamente similares, depende en buena parte
de la directriz política que se establezca. En Cata-
luña, un relevo en la Consejería de Medio Ambiente
con cambio de criterio en la discrecionalidad expli-
ca el incremento de los años 2006 y 2007, cambio
que no se da en otras comunidades autónomas.

EL COSTE DE LOS ESTUDIOS

No existen estadísticas que permitan mostrar fácil-
mente el coste de redacción de los estudios de im-
pacto ambiental. Autores como Clark y Herington
(1988) estiman el coste habitual de los EIA entre un
0,5 y un 2% del presupuesto de inversión del proyec-
to. Coles, et al. (1992) sugieren un rango más amplio
para Inglaterra, que va del 0,000025 al 5%. Weston
(1995) deduce el coste de los estudios en Europa
mediante consultas a los promotores y equipos re-
dactores, obteniendo que la media del coste de un
estudio de impacto ambiental completo es de unos
24.000 euros, y el de una sección de 4.200 euros
aproximadamente. Para España, el coste de redac-
ción del estudio se suele situar entre los 12.000 y los
18.000 euros, aunque en ocasiones no llega a los
3.000 euros, según la información que se deduce de
los visados otorgados por los Colegios de ambientó-
logos.

Por otro lado, hay una amplia variabilidad en el tiem-
po de preparación de los estudios. Éste va desde las
8 a las 40 semanas de trabajo en la mayoría de los
casos, aunque se pueden encontrar también situa-
ciones extremas de EIA realizados en un mes como

ejemplo de periodo más breve o en un año como
más largo. Suele estar en función del tamaño del
proyecto, lo cual influye sobre el número de seccio-
nes tratadas y de componentes del equipo redactor
(Coles, et al., 1992).

En general, pues, se trata de estudios cuyo presupues-
to y duración difícilmente dan para contratar expertos
de distintas disciplinas, con lo que el espíritu inicial de
estudios multidisciplinares no suele cumplirse. La ma-
yoría de estudios están firmados por ingenieros, princi-
palmente de caminos, canales y puertos, seguidos
de arquitectos y, ya más lejos, de empresas de con-
sultoría ambiental y biólogos, por este orden (Cantó y
Riera, 2003). Destaca también el escaso número de
autores principales formados en ciencias sociales.

El encargo de los estudios es responsabilidad del
propio promotor de la inversión. Así los promotores
tienen incentivos a pagar relativamente poco, pero
sobre todo en ser cuidadosos y selectivos en la
elección de a quien encargar la evaluación, mien-
tras que las empresas que ofrecen sus servicios de
estudio tienen incentivos a emitir «señales» a los pro-
motores sobre la bondad de sus servicios. En todo
caso, la competencia entre autores tiende a ser
más en términos de dinero y tiempo que en térmi-
nos de calidad o exhaustividad del estudio. En este
sentido, Glasson, et al. (1999) advierten sobre la pre-
sencia cada vez más numerosa de las llamadas
consultoras cowboy. Se trata de empresas que ofre-
cen costes muy reducidos para la redacción de los
EIA, entregando los documentos en un plazo muy
breve. Aunque los promotores puedan llegar a
cumplir con las exigencias de la Administración, en
muchos casos la calidad de los estudios se ve afec-
tada.

En cualquier caso, la calidad del estudio la debe
garantizar la administración que recibe el estudio a
partir del cual elabora la declaración de impacto
ambiental. También la participación pública puede
entenderse como una instancia más de control,
aunque ésta es más bien escasa. En la práctica, la
calidad suele ser relativamente uniforme para un
mismo tipo de proyectos (carreteras, parques eóli-
cos, etc.), si bien varía mucho el nivel de detalle de
los análisis en el campo de especialización de los
redactores y en el resto. Ello lleva a que algunos ti-
pos de impactos simplemente no se analicen, o se
describan sólo en términos cualitativos y a veces va-
gos, a pesar de que la ley exige que se cuantifiquen
cuando sea posible. Esa superficialidad en el análi-
sis tiende a darse particularmente con los impactos
socioeconómicos. Son del todo excepcionales los
estudios en que los impactos sobre el bienestar de
las personas (o externalidades, en términos econó-
micos) se cuantifican en unidades monetarias.
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LAS MEDIDAS CORRECTORAS

Las medidas correctoras  permiten modificar o incor-
porar elementos al proyecto a fin de evitar, reducir,
modificar o compensar el impacto. Es decir, que pue-
den ser (1) preventivas para evitar daños, (2) correcto-
ras para mitigar impactos negativos, (3) compensato-
rias mediante la generación de impactos positivos
equivalentes a los negativos, o (4) pueden potenciar
los impactos positivos, aunque esas últimas medidas
se dan escasamente en la práctica (Barrow, 1997). Es
inusual hallar medidas correctoras de carácter so-
cioeconómico, ni siquiera como compensación de
impactos físicos. Las medidas suelen incluir prácticas
operativas específicas, como por ejemplo restringir las
horas de trabajo para evitar molestias, establecer ru-
tas para la circulación de los vehículos, aislar las zonas
de partículas sólidas volátiles, organizar cursos de for-
mación para los trabajadores, etc.

La legislación indica que las medidas que se pro-
pongan deben ser técnicamente factibles, econó-
micamente viables y política y socialmente acepta-
bles. Deben adecuarse a la tipología de los impac-
tos (compatible, moderado, severo o crítico) y a las
diferentes fases del proyecto. Sin embargo, algunos
autores, como Pardo (1997) han enfatizado que, en
la práctica, las medidas que aparecen en los estu-
dios tienden a ser vagas y poco aplicables, constitu-
yendo uno de los puntos débiles del proceso.

Una revisión de medidas correctoras en evaluacio-
nes de proyectos industriales realizada para este artí-
culo muestra una gran similitud de un proyecto a
otro. Las más habituales son las relativas a la preven-
ción de la contaminación atmosférica, a la preven-
ción de la contaminación de las aguas y al trata-
miento de los residuos industriales, mientras que en
algunos casos aislados aparecen también medidas
de protección del patrimonio cultural y arqueológico.

Resulta paradójico, y hasta cierto punto decepcio-
nante, que en la práctica  totalidad de las evalua-
ciones de impacto ambiental se dediquen muchos
esfuerzos a identificar y caracterizar e incluso cuan-
tificar los impactos, y relativamente pocos al diseño
de las medidas correctoras. Sobre todo porque las
medidas que aparecen en la declaración de im-
pacto son, por lo menos de acuerdo con la ley, de
obligado cumplimiento. Parecería que en especial
el diseño de esas medidas mereciera el concurso
de profesionales especializados con independencia
de la formación de los redactores principales del es-
tudio.

La normativa exige también que se elabore un «pro-
grama de vigilancia ambiental» que garantice el
cumplimiento de las medidas correctoras y verifique

su eficacia con el fin de intervenir en situaciones no
previstas inicialmente. El programa suele concretar
el tipo de informes de cumplimiento que se entrega-
rán y la frecuencia o período de su emisión. Los in-
formes deben remitirse en todos los casos al órgano
ambiental competente. Esta es la principal garantía
para su correcta aplicación, y por lo tanto su utili-
dad, aunque en no pocos casos queda relegada a
un mero trámite, sin un seguimiento de la eficacia
de las medidas implantadas.

El porcentaje que representa el coste de las medi-
das correctoras sobre la inversión total del proyecto
varía mucho de un caso a otro. Puede ser muy ele-
vado (el 30% o, incluso, el 90% o más) en el caso de
la abertura de pistas forestales, por ejemplo, o cuan-
do el proyecto es ya en sí mismo una medida co-
rrectora. El coste puede también ser muy reducido
en términos relativos (del orden del 0,5% de la inver-
sión total) en el caso de grandes proyectos como la
construcción de una planta siderúrgica, un parque
eólico o un gaseoducto. Sin embargo, en la mayo-
ría de proyectos el coste de la corrección se man-
tiene en un rango que oscila entre el 1% y el 6% del
presupuesto global (Cantó y Riera, 2003). Ello no in-
cluye las medidas ambientales que el proyecto con-
templa ya de por sí; sólo se refiere a las que la de-
claración de impacto establece. Por tanto, no pue-
de inferirse de estas cifras que éste sea todo el cos-
te de la inversión ambiental del proyecto.

CONCLUSIONES

La evaluación de impacto ambiental es una prácti-
ca que han adoptado más de cien países a partir
del último tercio de siglo XX. En España se legisla a
partir de 1986 y se exige que los proyectos con una
incidencia ambiental potencialmente importante se
sometan a un estudio de impacto ambiental. Tras
este estudio, la administración prepara una declara-
ción de impacto ambiental donde puede rechazar
el proyecto de inversión darle el visto bueno, o mo-
dificarlo, generalmente con varias medidas correc-
toras.

El número de evaluaciones en España ha ido en au-
mento, sobre todo a partir de la reforma de la ley en
2001, que amplía el tipo de proyectos sujetos a eva-
luación y da pie a la decisión caso a caso por par-
te de la agencia actuante. Dependiendo de cómo
se aplique esa discrecionalidad –que en ocasiones
puede convertirse en cierta discriminación arbitraria–,
el número de proyectos bajo escrutinio puede verse
afectado de forma notable.

La mayoría de proyectos sometidos a evaluación
son de carácter industrial, y sus autores son principal-
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mente ingenieros. En todo caso, el peso de los im-
pactos socioeconómicos es relativamente nimio, y
el de la consideración de externalidades realmente
excepcional. Al tender los estudios a ser remunera-
dos de forma más bien modesta y verse sometidos
a presiones para terminarlos con rapidez, su calidad
puede en ocasiones verse comprometida, y en to-
do caso no incentiva la composición de equipos de
profesionales con formación disciplinar diversa, en
contradicción con el espíritu pluridisciplinar con que
nacieron las evaluaciones de impacto al medio na-
tural y humano.

Las medidas correctoras que se incluyen en la de-
claración de impacto ambiental son las que tienen
fuerza legal. Paradójicamente, sin embargo, se de-
dica a su diseño muy poco esfuerzo en compara-
ción con los análisis, lo que resulta en general en re-
comendaciones vagas, de poca aplicabilidad di-
recta, que por lo demás no suelen someterse a se-
guimiento por parte de las autoridades. Sin embar-
go, no suelen representar un porcentaje muy alto
del coste de la inversión, aunque de ello no pueda
concluirse que el coste de las correcciones ambien-
tales sea modesto, dado que el proyecto sometido
a evaluación tiene seguramente ya sus propias pro-
visiones de disminución del impacto en el entorno.

En definitiva, la evaluación de impacto ambiental es
una práctica consolidada que, con sus defectos, li-
mitaciones y costes, contribuye seguramente a la fi-
nalidad de aminorar parte de los impactos a la na-
turaleza y a las personas.

NOTAS

[1] Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y
peligrosas, aprobado por el Decreto 2414/1961, de 30 de
noviembre de 1961.

[2] Directiva Europea 96/61/CE, y Ley 16/2002, de 1 de julio, de
Prevención y control integrados de la contaminación.

[3] Directiva Europea 2004/35/CE, y Ley 26/2007, de 23 de oc-
tubre, de Responsabilidad medioambiental.

[4] Directiva Europea 85/337/CEE de 27 de junio de 1985.
[5] Directiva Europea 97/11/CE, de 3 de marzo de 1997.
[6] Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de eva-

luación de impacto ambiental.

[7] Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre y Ley 6/2001,
de 8 de mayo.

[8] Directiva Europea 2001/42/CE de 27 de junio y Ley 9/2006,
de 28 de abril, sobre la evaluación de los efectos de deter-
minados planes y programas en el medio ambiente.

[9] Ley 6/2001, de 8 de mayo de modificación del Real
Decreto legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evalua-
ción de impacto ambiental.
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